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En atención a todo 10 expuesto, el. Tribunal Constitut:ional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NAClON ESPM10LA. .

interponer -recursos. aunque S8&· sobre una materia concreta
(en este caso el incidente de fijación de cantidad) con carác­
ter general y p8't'8 el futuro. refiriéndose por tanto a recursos
no presentados y cuyo contenido y viabilidad no puede deci­
dirse de antemano. No se 'oculta a este Tribunal que tan drás­
tica resolución pudo' ser tomada con le. laudable finAlidad de
cortar excesivB'S -dilaciones en el proceso y que la misma Cons­
titución incluye, entre sus garantías, el derecho a -un proceBo
..sin dilaciones indebidas_ (artículo 24.2). pero, en todo caso,
ello no puede traducirse ·en la denegación 8, un litigante de la
admisión de los recursos a que tenga derecho. Corresponde al
legislador ordenar el pruceso de forma qUe se alcance el di­
ficil equil1brlo entre su rápida tramitación y las garantías de
le. defensa y protección del derecho de las partes, y dar los
medios legales para que el Juez pueda evitar las maniobras di-
latorias. '

'4-. De . todo lo anterior se concluye que procede otorgar par­
cialmente el amparo pedido respecto a la parte de le. provi­
dencia del 23 de enero de 1982, relativa a la presentación de
nuevo~ escritos referentes.. al incidente de fijación de las can­
tidades adecuade.s y denegarlo respecto a las otras peticiones
del recurrente.

FALLO

Ha decidid~

1.° Otorgar- parcia'lmente el amparo solicitado por, .Adas­
tur, S. A._, Y. en consocuencia, declarar la nulidad de la pro­
videncia del 23 de enero de 1982, impugnada, en lo que se re­
fiere a la orden de que no se admitan nuevos escritos a la
recurrente en al incidente de fijación de las cantidades adeuda~

das y cualquiera de sus incidencias. y reconocer el derecho de
.Adastur, S. A._, a presentar los escritos que legalmente pro·
cedan en dicho incidente.

2.° Denegar el amparo 'en todo lo demás.
Publiquese esta sentencia- en el ..Boletín Oficial del Estado-.

Madrid, 11 de. maorzb de H'83.-Manuel García·Pelayo y _-\Jon-
so.-AngE!I Latorre Segura -Gloria Begué Cantón.-Rafael OÓ­
me¡:-Ferrer Morant.-Angel Escudero del CorraL-Firmados y
rubricados.. '
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EN NOMBRE DEL REY

Sala Segunda. Recurso de amparo número 221/1982. I amparo. ante este Tribunal, basándose en los siguientes funda-
Sentencia numero lB/lfJ83 de 14 de marzo. mentas:

I
al El 14 de septiembre de 1977, los actuales demandantes

interpusieron recurso contencloso~administrativo ante la Sala
_. Segunda de ,lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Te~

rritorifl'l de- Madrid contra determinados actos del referido Oro
ganismo. Emplazados para deducir la demanda, los recurren·
tes solicitaron del Tribunal que se reclamaran los antecedentes
adecuados para completa,r el expediente, petición que fue opor­
tunmnente proveida por la Sala. pero que la AdmiI).istraci6n
tf\rdó en cumplimentar dieciocho meses. Aunq1.1e ésta no apor­
tó la totalidad de los documentos requeridos, con el fin de no
demorar más la resolución del pleito, los recurrentes forma­
lizaron la demanda, al SE'rles trasladados aquéllos, el :3 de oc­
tubre de 1979.

b) Emplazado el Abogado del Estado, por providenda de 8
de octubre, para que contestara la demanda, el proceso volvió
8. paralizarse ante la pasividad del representante de la Admi-
nistración en atender dicho requerimiento. ~

c) Por escrito de 18 de diciembre de 1979 siguiente lB' re­
presentación' de los demandantes se- dirigió a la Sala solici­
tando tuviera a la Abogacta del Estado por decaida en su de~
recho a contestar la demanda, de acuerdo con el articulo 68,6,
de la Ley de la JUrisdi~ción Contencioso-Administrativa ¡UCA),
escrito que no fue proveido por '?l TribunaL

d) El 17 de septiembre de 1981 se dirigieron de nuevo los
demandantes a la Saja en escrito en el Que, tras aludir a la
demora que veníB' sufriendo la tramitación del pleito y a la
publicación de resoluciones relativas a la ejecución de sen ten."
cias concernientes a rerursos intel'puestos can posteriorldad" al
suyo, e inVocar expresamente los artículos 14 y 24 de la Cons­
titución. a~f como la sentenda de pste Trib\Inal de 14 de julio
de 1981, referida 8' actuacionps de la propia' Sala Segunrla dE' lo
Contencioso de la" Audiencia Territorial de Madrid, soll('ita.ban
de ésta, una vez más. que tuviese El la AbOllaría del Estado
por de~aída en su derecho a -contestar la demanda, en e~tricto

cumplimiento de las normas procesales ré¡:ruladQras de la lu~

risdicción ccntenciosa, y acordase la prosecución del pleito
por sus trámites sucesivos y sin más demoras ni trato de favor
8' la Administración demandada.

Por prOVidencia de 30 de septiembre de 1981, la Sala declaró
decaído en su derecho A contestar la demanda a la represen­
tación de la Adminlstr8~16n v la requirió pare. que devolvier~

el exoer:liente, providencifl qlH~ ne fue recurrida por dicha re­
presentación, no preso:mtándose tfl.mn'lco el ooortl'DO escrito de
contestación dentro del plazo permitido por el articulo 121.,1, de
Ja LJCA.
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fijación de cantidad. Respecto & la primera cuestión 'resulta
que la propia ac.tuaciÓn de los 0rgair'01 judiciales ..ha restable·
cido al recur.rente en su derecho, no sólo al 11br8lr el Juez el
testimonio de particulares. SinO' al elevar 101 autos a la Au­
diencia. con lo que ésta bene acceso a todos los datos que po­
drían convenir al recurrente: y como en el fondo todo el in­
cidente surgió ,porque al reservarse el Juez la- -posibi11ded de
seleccionar los particulares, aparte de la- alegada viblaciónde
la legalidad ordinaria que aquí, como se ha dicho no interesa,
estimaba el. récWTente que se le colocaba en situación de in­
defensión, por cuanto se le ce_Taba el derecho a que 1& Au·
diencia conoCIese datos que podían ser úWes pllta el éxito de
su petición (el otorgamiento de la autorización para querellar·
8e contra los Peritos), desde el momento en que pasan, 108 au­
tos a la Audiencia, es evidente que, en este aspec~, su dere­
cho se ha vi&to resta'blecido. La anulación de la¡ providencias
impugnadas y la trarnltaci6n de los recursos rechazados por
ellas no ·tendría efecto alguno en este aspecto sin que sea re­
levante que en el testimonio de particulares se hs.ya omitido
un extremo, dado que se hlm·elevado los autos, ni que en éstos
no figuren los esc.ntos en los que interponfan los recursos re­
chazados. pues, tales escritos no se referían a la cuesti6n, cuya
apelación se, sustancia, ni tienen importancia alSUDa para la
cuestión suscitada. Desde este punto de vista hay que concluir
qUe el amparo sonc1tado se ha. vaci8'do de contebido y debe
ser desestimado con arreglo a la doctrina ya sentada por este
Tribunal en ST'C de lO de marzo de 1982. Recurso de amparo
número 225/1981~ .

3. La segunda cuestiÓD a dilucid8'1" es' la de si vulnera el
derecho de defensa la pr~videncia de 23 de, enero en cuanto
dispone que no se admitan nuevos escritos del recurrente en
lo referente al incidente 'de fijación de las cantidades adecua­
das y cualquiera de .sus incidencul'S Los~ últimos escritos del
:recurrente hacen especial hincapié en este punto, pero es lo
cierto que también se destare en el escrito inicial de la de·
manda y figura de forma ex,presa en' su ...suplico-. por lo que
no es admlsib~e la alega'C1ón del Ministerio Fiscal de que tal
pretensión ..no aparece en el cuerpo de la demanda como parte
integredora de la lesi6D de derechos fundamentales-, aparte del
carácter no formalista que este Tribuna'l ha afinnado, ya que
inspiraba su actuact6D (STC de 14' de 1ulio de 1981, Recurso de
Amparo 25[1981; STC de 29 de marzo de 1982, Recurso de Ampa·
ro 219/1981>. Es menester, por tanto. examinar esta cuestión.
En ese sentido, se vulnera el derecho de defensa y el de obte­
ner la tutela efectiva de los Tribunaoles, consagrados en el ar~
tieulo 24 de la Constituci6n, cuando se prohíbe a un litigante

la siguiente

Leo Sala Segunda. del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Jerónimo Aroze,mena Sierra Presidente, y don .Francisco
Rubio LloriOlnte, don Francisco Tomás y Valiente, don Antonio
Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer, Magistrados, ha
pronunciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovido. por don José Luis López..
Higueras Romero, don Fernando Bl8'!lcO Mas. don Saturnino
Blanco Jarefio, don Francisco Rodríguez Alonso, don Manuel
Ocafia Marin, don Carlos Prada Prada, don Alfonso 'L6pez He­
rrera, doña Maria Pilm-. Menéndez Angel, do:fl.a 'Maria Nieves
Romero López, don Antonio Flores Alhambra, don D10nisio Lá­
zaro Rodriguez, don Félix Rodriguez ViJ)6S, don Eladio - Pedro
Sa,nz de Diego, dofia Carolina Monetti Spiritti, don Isaac Ca­
saJlls· Aguado, doña Concepción L6pez Mun8'in Martina don
Eladio Antonio García Cuesta, don José Luis Nieto del 'Pozo,
don Ambrosio Martínez Barrio, don BIes Bueno Vasco, don Ri~
cardo Alvarez Villanueva, don Juan José Montón Oros, don
JOSé Suárez Andaluz, don Mariano Smltoval Campo, don José
Antonio Huete García, don M&riallo Casanove. Liria, don An­
tonio Cotos Márquez, don P&blo Arroyo Sánchez, don Juan
Barra·gán Nuevo, don Jua-n. José López-Higueras y Romero. don
José Delgado Borrego, don Antonio Aguado Ga!rcfa don Leo­
nardo Urfa Ramos, don Francisco Mora Valenzuela y don José
Luis MarUnaz Vivancos, representados por el Procurador de los
TribunRles don Francisco Alvarez del Valle Garcia· contra re·
solución de la Sala Segunda de 10 Contencioso-Adininistrativo
tia la Audiencia de Madrid. qUA admitía extemporáneamente
contestac~ón a 18' demanda· por el Abogado del Estado y en el
que han comparecido e-l Miuisterio Fiscal y el Abogado del Es­
tado, siendo ponente el Ma~istrado don Antonio Truyol Sena,
quien expresa el parecer de la Sal&.

I. ANTECEDENTES

1. Don Francisco Alvarez del Valle Garcta, ProcUrador de·
los Tribunales, en representación de dQD José Luis López-Higue~
r8'8 Romero y otros, todos ellos funcionarios del Instituto Na­
cional de Industria, interpuso el 18 de Junio de 1982 recurso de
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el Ante la demora en ·16 remisión elel expediente por parte
de la Abogacía ele"" Estado. los demandantes comprobaron, a
raíz 4e unas gestiones- realizadas en la Secretaria de aquélla,
que tanto la providencia ele 8 de. octubre de 1979, emplazando
para contestar la demamd., como la de 30 de septiembre de 1981,
dándole por deceJda en su. derecho a hacerlo, eataba.n opOrtu­
namente anotadas en 108 Libros-Registro de la referida Aba­
cacia.

fJ Por escrito presentada' el29 de diciembre de 1981, los de­
mfmdantes solicitaron por .segunda vez 1& suspensión de 1&
ejecución de los actos impugnados. .

Aprovechando, según los recurrentes, la apertura de la opor~

tuna pieza saperada de suspensión, a la que se unió una co­
pia de la demanda, el Aoogado del Estado se d.io por notifi­
cado de did1'l. 1emanda y la !"'ontestó con fecha 29 de abril de
1982, a.i.eganClo, por otro lado, que no devolvía ~l expediente ni
el rollo de Sala por désconol,;er donde pudieran .encontrarse.

Por providencla de f., de mayo siguiente el Tribunal tuvo por
contestada. en tif:lmpO y forma la demanda dentro· del mismo
día en que se le notüic6 la oportuna providencia, de acuerdo
con el articulo 68 de la WCA y el 2,2, dal Real .Decreto·leyde
2 de abril de 1924. ..

g) Por escnto de 8 de mayo ·los demandantes recurrieron
en súplica dicha providencia solicitando que se declarara fir­
me y consentida la de 30 ele septiembre de 1981, por no ejer4
citado el trámite del artículo 2.2 del aludido Oecreto-ley y se
dispusiera la contlnuaci6n del pleito prevla reconstrucción ín4
tegra del expediente adminlstratlvo y rollo de la Sala a costa
de la Aboga'Cía del Estado, así. como que, se recibiera a prueba
documental ese. aúplica, que habría de versar en el cotejo de
datos cqntentdoJs .. en los Libros·RegiStro de la AbogaCía del Es·
tado en la Audi6ncia Territorial y los de la Sala referidos a
los autos del recurso 1154/1977.

Por auto de 26 de mayo la Sala declaró no haber lugar al
referido recurso de suplica,

h) Contra esta- ultima resolución y la providencia de • de
mayo anterior va. dirigido el recurso de ampa>ro constitucional.
Los demanelahtes de &a1paro solicitan de este Tribunal que de­
clare la nulidad de la providencta y del auto impugnados. cem~­

tiendo los pronunci.amientos pertinentes que ~eguren a. los r ..
currentes su derecho a igualdad ante la Ley, de imparcie.lidad
del juicio y a la' efectiva tutela judIcial, sin más dilaciones in~

debidu,.¡ . pues entienden que las resoluciones recutTidaa con~

culcan los derElchosconsUtucionales de los mismo~ reconocidos
en los articulas 14 y 2-4 de 1. Constitución, en 1& medida en
que suponen el mantenlmiento de una lituaciOn de privilegio
.. favor de 1& representación de la Administración demandada.
En este sentido, la parte cree qUé cabe pre.,mtane si hubiera
sido ·tre.tada como pretende ha~rse con la Aba,adía del Es~

tado, de habOlr eUa transgredido algún término procesal.'
2. La Sección Tercera.' pcir providencia de 16 desepUembre

&t 1982 acordó admitir a trAmite .1& demanda· de amparo y: en
aplicación de lo dispuesto en el artteulo 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional (LOTC) , interesar de la Sala Se­
gunda de lo Contencioso-Administrativo de la Audienc1a Terri­
tor1al 4e Madrid, remisión en el pláZO de diez- días del tes­
timonio de-- las: actuaciones correspondlfmtes al proceso canten·
cioso-administrativo llWl977, particfpándole que la interpoSi­
ción del recurso de amparo no paraliza el indicado proceso; de­
bi~ndose emplazar _ quienes hubiesen sido' parte en aquel pro­
ceso pare. que en plazo también ele diez días puedan compare­
cer ante este Tribunal Constitucional y en el presente recurso
de amparo.

3. Remitidas las actuaciones, la Sección acordó. por provi~
dencla de 27 de octubre de 1982, (jar vista de las mismas por
plazo común de veinte días al Ministerio FIscal y a las partes
para present8'r las alegaciones que estimaren convenientes.
, f.. En su escrito de alegadones de 17 de noviembre de 1982.
los recurrentes reiteran y desarrollan 10 expuesto en 1& de~
manda: ... -

a) Ven .por de, pronto en 10- acaecido .le. eÚ1minaci6n de
un inadmisible trato de favor a 18' Administración demandada._,
cuyas pruebas son ela enorme dilación indebida del pleito. (ju­
rtsdlccionalmente iniciado el 14 de septiembre de 1977 y todavia
Bin resolver por el Tribunal de instancIa). la ..reSistencia 1m.:
pune de la· Adminfstr8'clón demandada,. en cumplir. lo dispuesto
en 10 relati.o a comp:etar el expediente (mé! de dIeciocho me.
ses perdldosl sin que pudiera completarse), y el ignorar -no
proveyéndolos- los escritos de esta parte.

Los recurrentes consideran. 'Por otra parte. que la violaci6n
recurrida en amparo no constituye una conducter JurisdIccional
aislada, como lo proeba la. sentencia de este Tribuna.l Coristl.
tudonal de 14 de julio de 1981, referida al propio Tribunal de
instancia, y tambi4n el Recurso de Amparo 1015/1982 que trami­
ta la Sala PrImera del mismo, dImanante de un recuno con­
tencioso-administrativo con la misma formulaCi6n, dé fondo que
el correspondiente .1 presenté recurso de amparo, ..de' poco
grata resolución administrativa y Judicial-. .

bJ AmplIando lo ya. seftalado en su escrito de demanda,
hacen los recurrentes especial hincapié en el hecho de-que
(tras comprobar extre.procesalmente que se había producido una
sustitución en la persona del Abogado del Estado por 'razón de
cambio de destino) ante la f.li.lta de cumplimiento por la Abo­
gacla del Estado de lo ordenado en 16 provtdenda de la Au~
dienc1a de 30 de se'Ptlembre de 1981. y ia petición por segunda
vez de la suspensión de los actos recurridos, la AudIencia tra-
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tara de acumular, .imposiblemeñte_, 1& .pieza de suspensión y
los autos principales en la propia pieza de suspenSión, ..con
objetoJ de dar entrada en dichos autos principales al nuevo Abo~

gado del Estado, quien únicamente tenía, via de acción en la
..pieza separada. (a.rtículo 68,6, de la Ley JurisdicclOnalJ. La sus­
pensión re.pe-cto a ..loa autos pdncipales con todos los trámi­
tes o fases en que los mismos obran. venia, asi, a propICiar o
poder ocasionar ..un fraude de ley y un abuso de derecho in·
dudables,.; con lo cual, el uso indebido de la pieza. sepa,'a.::ia de
suspensión por el Tribunal ·convierte para .el trance dicha
pieza en autos principales -.-habiendo rollo supletorio de. los
mismos-- con' el fin de elimine.r el efecto jurídico irreyerSLble

• de la fiNDeza y consentImiento de la providencia de 30 de sep·
tiembre de 1981,. Ello propicIaba que el nuevo Abogado del
Estado, que intervenía en la. pleza separa.da, pudiera introdu­
cirse en los autos principales, donde ya no tenia acción.

c)- Es cierto que el auto denegatorio de 11 dé mayo de 1982
alega, en apoyo de su cHlcisióD', que esta parte demandante ha­
bía prestado un ficticio consentimiento¡ .pero tal afirmación se
basa en la tergiversación de una frase del segundo escrito da
petición, que 108 hoy recurrentes señalaron inmediatam0nLe,
por escrito de· 27 de mayo de 1982, reclamando· la sustitución
de 16 frase aducida (..... si se añadla, el tiempo que _transcLlrri~
rá hasta que el Abogado del Estado conteste la demands ... ,.)
por, la verdadera, que era •... si se ailade el tiempo que trans­
currirá hasta. que por la Aboga'Cia del Estado se devuelva. el
expediente administrativo que se le ha hecho sin límite temo
poraL.,..

. Por todo ello, los recurrentes reiteran íntegramente su pe·
tición inicIal,

5. El Ministerio FIscal despachó pI' trámite en escrito de
22 de noviembre de 1982, alegando lo 4ue sigue:

al" En su relación de los hechos, tras señs.lar que no consta
en iN actuaciones, o que por lo menos de BU examen. no ha
podicio detectarla. notüicación de la providencia de 30 de· sep­
tiembre de 1981, si bien se- desprende de diligencia de 30 de
abril de 1982 y se &firma en auto de 26 de mayo def miSmo
año del Tribunal Contencioso-Administrativo, tal notifu;;aclóri
fue producida en 28 de abril de 1982, presentándose en la misma
fecha por el -t\bogado del Estado escrito de contestación -So la
demanda, y teniéndose por contestada la demanda ..en tiempo
y forma de acuerdo con el e:rtículo 68' de la Ley reguladora de
esta Jurisdicción y 2,2, del Real Decreto-ley ~ de 2. de abril de
-1924,., .aún reza en providencia ele 4 de mayo de 1982. Por ello,
interpuesto recurso contra esta provielencla, el auto de 26 de
mayo lo rech&z6. 'entendiendo· que la' providencia de JO-de sep4
tiembre de 1881 no .. realizó hasta el 28 de abrii dé 1982.

b) Estima el Minilter10 Fiscal que, al'- producirse el recurso
de amparo 1& ~aner. d'. incidente en el curso de un proceso
principal. cuya tramitación continúa, dicho recurso se ha plan·
teado ELIlticipadamente al tiempo y momento en que en reali­
dad, si así fuera pertinente. debió hacerse. La indefensión se
consumaría o no segun cual fuere el resultado final del pro­
ceso. Por lo demás, el artículo 6a,6, de la Ley para la- Jurisdic­
ción Contencioso~Administrativ4establece que el eventual de­
caimIento del derecho de la parte se da ..sin perjuicio de que
pueda comparecer en cualquier estado del pleito-o entendiéndo4
se con ello .la- sustanciación, pero sin que ésta pueda retroce­
der en modo alguno-¡ por lo que 'no cabría eludir en cualquier
caso la actuación del Abogado del Estaelo, de acuerdo con lo
dispuesto en los casos previstos en 105 artículos 77 Y 78 de la

o propia Ley para la 'Jurisdicción.
_ c) Sin afirmar que la presunta notifIcacIón de la provi­

dencia de 30 de septiembre de 1981 no esté entre Jos autos,
setiala el Ministerio FIscal que de no venir dicha actuación al
proceso do emtparo, habré. de estarse a que tal notificación se
produjo en 29 de abril de 1982, Stilvo que se acepte que la di­
ligencia y el auto antes mencionad08 incurrieron en error o
hicieron afirmaciones no coincidentes con la realidad, Enton.
ces. es obvio que la contestaci6n a la demanda se produjo den~

tro de l. polribiUdad 'que por excepción se establece en el ar­
ticulo 2,2, del citad9 Real Decretcrley¡ o sea, en tiempo y forma.,
si bien resulta evidente ..la •lentitud con que el procedimiento
se esté. siguiendo por el Tribunal del Orden Contencioso-Admi­
nistrativo_, tema éste en el qUe no entra, puesto que no ha
sido planteado. Tal lentltud no autoriza 8 fonnular imputaci04
nes de pll'r'C1aUdad del Tribunal en favor de la parte deman-·
dada.

Por todo eUo,· in_resa el Ministerio Fiscal de este Tribunal
que dteite sentencia :por virtud de la cual se declare no haber
lugar al amparo solicitado.

8, En NCrito de igual feéha que el anterior. el Abogado
del Estado, J)8rsonándole en el procedimiento, hizo las slgulen~
tes alegaciones: '" .-.

a) La problemd.t1ca del presente recursqde amparo se ha
hecho girar en torno a un hecho sln6111ar y extraordinario acae­

- cido en el proceSQ precedente, el extravío de los autos. y que
tal hecho ha-' repercutido obviamente en la "tramitación del
procela y ha propiciado ..una cierta. actitud -de hostilidad de
la parte demandan~, bien visible en sus escritos procesales_,
y ..no seria justo Degar al r~urrente 16 mayor comprensión de
sus razones ,y ofrecer exI':US8' en la medida en que aquel extra.­
vío pueda imputarse a la Administración_. Ahora bien, no puede
dejar de destaC3rSe que, nor desgraciado y lamentable que sea
ta.l extravio, no debe originar otros efectos que los que el or~
denamtento jurídIco esh~blece, l

·1
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b) Entiende el Abogado d~l Estado que la petición conte··
nicta. en la frase final del suplico aebe "ser recbft2;ada de pla.no
en cuanto no es admisibie extender la pretensión a una con·'
dueta futura de 18' Sala juzgadora: en la medida en que elam·
paro no es un instrumento de protección de eventuales y fu·
turaa iestones, como bene declarado este Trlb~nal en su sen·
teneia de 14, de julio de 1981 (rec'4l"so de amparo 6/1981, fun-
damento 5.oJ. .. - ••

eJ Centrada prácticamente ¡e. pretensión anla cotrección de
la providenc.ia y auto impugnados 0, lo que es lo mismo, en si
debe o no quedar incorporado Q. losautob o' ser eliminado de
e11ose1 escrito dE' contestación a la demanda. el Abalado del
Estado solicittt de este Tribunal sentencia por la qU6"8e declarre·
la inadnH~bilidad. del recurso ó, alterÍlatlvamente, su desesti~
mación. ...

Pero antes de fundamentar- esta posición. no quiere dejar de
acusar cierta extra6eza ante la patente desproporción entre el
recurso utilizado <constitucional de amparo) y el resultado ob­
jetivo que de él puede derivarse.' El recurso constitucional de
ampare no debe dar ca.bida 8 cualquier tir,0 de pretensión ba­
sada en supuestas, equivocaCiones_materia es o irregularidades
forma)es sufridas por el juzgador, smo ~uel1as que, se besen
en supuestos t,J:picos contemplados en el articulo 24 de la Cons­
titución, como se~ afirma en las sentencias de este Tribunal ,de
12 de mayo y, de '15 de octubre de lSS2. La pervivencia del es­
crito-de le: Abogacía del Estado de la Audiencia en los autos
reconstruidos, en razón a su significación material, no puede
decirse qu~' revista trascendencia respecto de la suerte final del
proceso. -___

dl La demanda de..amparo parece entender que 16 providen­
cia' de cflducidad del trámite quedó firme por simple transcur­
so del tiempo: criterio erróneo, 8, juicio del Abogado del Estado,
por cuanto la firmeza de las resoluciones judiciales presupone
la notificación, y en el caso de autos resulta positivamente acre­
d!tado que Be contest6 a la demimda el mismo -día. en que se
notificó a la J\bogacía del Estado la providencia en la qUe se.
declaraba la oaduc1dad de dicho trámite por falta de contes­
tadón dentro del plazo, habiéndose hecho por la referlda. Abo~
gacía del Estado uso del derecho que le concede el &rUcuio 2
del Real·"'Decreto de 2 de abril de 1924; y si el derecho a que el
plazo legal se ve amphado hasta lo,·permitido hubiera sido des­
conocido, se hubiera lesion8'do el derecho de defensa del Es·
tado." , . .

el Subraya el Abo~ado del Estado que los plazos para el
ejercido de acciones procesales y los plazos para cump1imen~

tal' trámitE's dentro del proceso responden a criterios distintos '
de ordenación. y, el anormalmente dilat8'do plazo de contesta· .
ci6n a la demanda POI. el Abogado del Estado (que se recono·
ce no ha' contribuido 1i5iertamente e. la mejor defensa de la Ad·
ministrari6tL demandade) se debe a un suceso c;lesgraciado, la
pérdida del expediente administrativo yldel rollo de Sala, cuya
re'Oc~iet6n.o restitución se ha ajustado cOn escrupuloso rigor
El. 12S--exill'enciaslegales~'---

7. Por providenda de 15 de diciembre de 1982 se seil.aló par&!
la deliberación y votación del recurso el dia 23 de febrero
de 1983,

Ir. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. A tenor de'} suplico de la demanda' de amparo, y por el
orden en que se formulan, hemos de distinguir, y considerar
SUf'esivamente tres puntos, relativos a las supuestas violacio·
nes de los derechos fundamentales de los recurrentes a la igual.
dad ante la ley, a la efectiVa tutela judicial, y a un Juicio sin
dil8'Ciones indebidas, reconocidos, respectivamente" en los aro
ticulos 14, 24,1 Y 24.2, de la Constitución (CElo Estos puntos con­
cretos. por otra parte, se dan sobre el trasfondo general del
sentimient.o de los recurrentes de que se ha dado un tratamien­
to privilegiado, a 10 largo 'del proceso contenciosoRadministra­
t-ivo que motiva el recursp de .amparo, a' la representación' de la
Administración en detrimento de los recurrentes, siendo a BU
juicio un elemento de esta supuesta actitud, que habría que
calificar de discrIminatoria, la lenidad manifestada' por el Juz­
gador ante reiteradas dilacion-es 9é la Abogada del Estado en
los sucesivos trámites del proceso. -

2. Los recurrentes apoyan su aolegaci6n de que las feso­
luciones impug"ladas infringen el derecho a la igualdad ante la
ley, en el hecho de que, dictada la providencia de 30 de sep­
t.iembre de 1981, por la que Se declaraba decaído el derecho del
Abogado del Estado a contestar la demanda y se requería de
aquél la devolución del expediente; la Sala Segunda de la Au­
diencia Territorial, ante la demora en hacerlo del representan­
te de la Administración y, según afirma Ja p8'rte recurrente, a
raíz de la petición de apertura de pieza separada de suspenSión
hecha por los recurrentes el 29 de..... diciembre de 1981 tuviese
por contestada en tiémpo y forma la demand~ el mism'o día de
su notificación, el 29 de 8Q¡-íi de 1982, en aplicación del articu~
10 121,1, de la Ley de JurrsdicCi'6n Contencioso·Administrativa
y del articulo 2,2, del Roa.! Decreto-ley de 2 de -abril de 1924..
Ahora bien, prescindiendo aquí de 'la cuestión de l~ demora
con que. según el auto impugnado, se llevó Q cabala notifi~

cación (cuestión que se abordará más adelante) el término de
comparación adoptado por los reculTentes con~iste en el su­
puesto comportamiento que la Sa'la de lo Conte~~cioso.Admi"
nistrativo de la Audiencia Territorial de Madrid habría tenido
con ellos, en el caso de que no se hubiesen ajustado a lós pla~
zas legales. Este término de comparación hipotético !lO resulta
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adecuooo" y por ello no es acepiable la imputación de un tN­
tamiento desigual dado a las partes por el..hecho de aceptar la
Sala la contest.ación del Abogado del Estado a la clemand.a aen­
trodel plazo prevUito en el artículo 2,2. p.el Re&1 Decreto-'ley de
2 de abril de' 1924, y·en-e1,1Z1.1, de la LeY reguladora de la Ju·
ris<1Icc16n Contencioso-Administrativa (UCA), L8' contestación
a la demanda por el Abogado del Estado se produJo en: uso de
laposibilidll.d qc.e ofrece el citado Real Decreto-ley y la propia
Ley de la Jurisdicción ContenCioso-Administrativa. Y la ano­
ma-lía reside en la demora con que se llevó a oa.bola. notifica­
ción que dio pie a la contestación de referencia, demora que
podria. constituir una infracción del artiCULO 24. 2, pero no.del 14,
a:mbos de la Constitución~' •

3., Los recurrentes entienden. por otra: parte, que la admi­
sión por la Sa.la de la 'contesta'ción del Abogado del Estado a
la demanda cuando ya S& le habia declarado decaido en su de­
recho al respectO, ha conculcado el derecho de los recurrentes
a la tutela ef~U,:a de los Jueces y Tribunales, produciéndoles
indefensión. Pero taInbiénaqui 10 decisivo no e8 la admisión
de la contestación de referencia, sino la demora 'en notificar
la Sala al Abogado del Estado la providencia qUe declarara. la
caducfdad de su derecho y cuyo efecto en, orden precisamente
a la caducidad pudo salvar, 61 amparo de las disposiciones an­
tes mencionadas. :porque dejando una vez más 'de lado, con .ca·
rácter provisional. la cuestión de la demora en la notificaclón
de la providencia de 30 de septiembre de 1981. se desprende de
diligeQcia de 30 de abril de 1982, y se afirma en el auto .de 16
de mayo de dicho año, qUe la notificación tuvo lugar. en 29 de
abril de 1982, presentando el Abogado del Estado escrito de
contestaci6n a la demande. en la misma fecha, al amparo de
las disposiciones citadas en el fundamento ante,rior.\

La cuestión que entonces surge, independientemente de la
regularidad del trámite denunciada por los recurrentes, consis­
te en sl la admisión de la contestación del Aboge.do del Estado
por la S.ala en las condicIones en que lo hizo, ha vulnerfido el
derecho fundamental a 1ft tutela ta.ridica. efectiva, producitmdo
a los recurrentes la indefensión que aducen. Este Tribunal en­
tiende que no cabe .afirmarlo. El hecho de haberse admitido la
contestacion del Abogado del Estado a la demanda no debilita
de suyo' la posición de la otra parte,. pues -de no haberse ad­
mitido dicha contestación. no por ello_la dec·islón de fondo hu­
biese: tenido que acoger sin má,s la pretensióIr de' los d,eman·
dantes, al igual que ocurre en los. casos en que la Administra­
ción Pública se allana (articulo 89, 2,in fine de la LJCA).

En cuanto a la eventualidad de una irregularidad, este Tri·
bunal ha señalado en arnterior ocasI6n que ..no toda irregu]a,ri·
dad formal de la resolución puede intentar reconducirse al te­
rreno de su inconstitucionalidad por la: vía del ,recurso de" am­
paro, sino ~qupllús que tengan. trascendencia en relación. con
la -observancia. de los principios que se encuentran en la' base
del 'precepto constit.ucional, _como' el de contradicción y otros
qUe: podrían citarse" (sentencia 62í1S82, de 15 de octubre, en
recúrsoB de anlparo acumulados 185/1980 y 40211981. fund&.m8nto
jurídico 2, A; ..Boletín Oficial del Este.do. de 17 de noviemhre
de 19e;21. En la misma linea señala el auto de 24 de novieml,re
de ]982 (en recurso de amparo 337/198?') que el articulo 24 de
la CE no confiere derecho a una. rectificación de los vicios in
procedendo si éstos no han orft'Sionfldo merma de las ,&NiranHas
procesales a las que ,dicho precepto se refiere. Por lo que se
ha dicho en la primera parte de este fundamento, del hecho de
que-se haya admitido o no ·correctamente el escrito· de contes"­
taci6n a la demanda presentado por el Aboga'do del-Estado no
cabe deducir que se haya causado indefensión a la parte actora
en su ·proceso. Antes bien, dando el articulo 2,2. del menciona­
do Re~l Decreto-ley de 2 de a·bril dl?' 1924 la posibilidad de une.
contestación, hubiera sido contrario a la Constitución el no con­
ceder su utilización. por 'cuanto se hubiese lesionado el dere­
cho, dedafensa de la--Admin,istración. La violación alegad·a del
articu1o.24,1, no resulta, pues, de la contestaci6n del AboP'ado
del Estado efectuada cuando va se habia declarado la cflduci­
d.ad de su derecho a ella, ni de la manera' como a ella se llegó.
smo que se produce por la dilación inrlebida con que se dio al
Abo,q-ado del Estado la ocasión de r.ontestar, coroo consecuencia
de una demora inexplicada en la' notificación de la mencionada
providencia de 30 de septiembre de 1981.
. 4. Aunque en el suplico de la demanda de amparo la refe­
rencia a la indebida duración del proceso aparezca en último
lugft't", a lo largo de lós alegatos se va afirmando como el mo­
tivo de impugnación mAs firme con respecto al proceso conten­
cioso~administrativoen.su conjunto, por lo menos hasta su fase,
final, por cuanto la correspondiente Sala de la Audiencia Te­
rritorial había dictado, COn fecha.9 de junio de 1982 (o s-ea'. con
anteriorIdad al planteamiento del recurso- de amparo), provi~

dencia fijando señalamiento pa,ra el 18 de qctubre del mismo
atl.o.

Que en el proceso de referencia'. se han producido dilacio­
nes indebidaS, es a teclas luces evidente, y el Abogado del Es~

tado lo reconoce expresamente en sUS alegaciones, achacAndo·
le.s . ante todo a la circunstancia singular y extraordinaria' del
extravío de los 9,utos, viendo en aquéllas un factor que ha re­
per.outido negativamente en la tramita'Ci6n del proceso, y ofre·
clendo excusa en la medida en que dicho extravío sea impu­
table a la Administración. Es manifiesto asimismo que los de­
mandantes tomaron iniciatív!lS conducentl;ls a qUe las actua­
ciones recobrasen 'su desarrollo temporal normal. Llama el'ipe"
-cialmp,nte la ,¡¡.tención al Tflspedo oue, según se desprende de
la diligenría de 30 de abril y del auto de 26 de mayo de 1982,
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1.0 Otorgar Bil amparo solicitado en lo que se refiere al de­
recho a un proceso· siD. -dilaciones indebidu, y, en su virtud,
reconocer que a los recl1l"ntnt&s '8 les ha vulnerada este ·de­
recho, para. cuyo restablecimiento la Sala Segunda de lo Con·
tenciosa·AdministraUvo de la Audiencia Territorial de Madrid
deberá adoptar las providencias necesarias para. la pronta de·
liberación y votación de la sentencia que ponga fin al proceso
ante ella seguido a instancia de los recurrentes y bajo el nu­
mero 1154/77.

aQ Denegar el ampa'l'o solicitado en cuanto a los otros de­
rechos l:¡uese han invocado en el presente proceso.

Publfquese esta sentencl,a. en el ..Boletín Oficial del Estado_.

Madrid a 14 de marzo de 1983.-Jerónimo Arozamena Ste~

rra......-:Francisco Rubio LIorente.-F'l"anciseo Tomás y Valiente.­
Antonio Truyol Serra.-Francisco Pera Verdaguer.-Firmados y
rubricados.

En atencIón. a todo lo expuesto. el Tribunal Constttuciona.l.
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACJON ESPA&OLA•

Ha decidido:

PALLO

los meros efectos cautelares lo constituyó en la Delegación del
Ministerio de Haci&nda.: de Navarraj afectando la cantidad al re~
curso de casación contra ia sentencia número 14, procedimiento
815/1981 de la Magistratura de Trabajo número 2 de Navarra. y
constituyéndolo en favor de ésta y 00 del Presidente del Tribu­
na! Supremo.

e) Por auto de 8 de mayo de 1982, la Sala-Sexta del Tribunal
Supremo declaró desistido el recurao, dado que la Diputación
Foral había constituido el depóllito~a favor de la Magistratura
y no del Tribunal Supremo; contra este auto~se Interpuso re­
curso de súplica, en el que se invocó la vulneración del arUcu·
lo 24 de la CE, que fue desestimado por resolución de 2S de lunio
de 1~;a. noiificada a la Corporación recurrente el 28 de lunlo del
mismo ai\o.

La 'pretensión se fundamenta en la vulneración del artícu·
10 24 de la Constitución. El demandante sostiene que le ha sido
negada .la tutela iudiciai efectiva y seftala que, en reiterada
lurisprudencia qUe cita. los defectos de car4cter formal en la
constitución de depósitos para recurrir no han sido considerados
obstativos a la efectiva tutela. del Tribunal Supremo. Y en 81
mismo sentido entiende que el ariiculo 681.-4 de la Ley de Régi.
men Local (en virtud del cual las Corporaciones Locales están
exceptuadas de la presentación de cauciones, fianzas o depósi·
tos a.nte Tribunates de cualquier Jurisdicción) no ha sido de-­
rogado por el articulo 181 de la Ley de Procedimiento Laboral,
por lo qUe la.s Corporaciones Locales no cIebenaepositar cantide.d
alguna.

2. Por. providencia de 2 de septiembre de 1982 se acordó admi­
tir & trAmite la demanda y. requerir atentamente al I'rtbuoal
Supremo para que remitiese la.s actuaciones y emplazase a 1M
partes, con excepción de la recurrente que figura personada, &
lo que se dio cumplimiento, recibiéndose 188 actuaciones el 22
de septiembre de 1982. y personándose el Abogado del Estado
y el Procurador sedar Ga.udarillas Carmona. en nombre de don
Eduardo Gutiérrez de Ce.biedes. dándose, por. providencia de n
de octubre de 1982, un plazo de veinte dfas al Minlsterio Fiscal
y a laa partes para que formulasen lás alegaciones que a su de-
recho convinieran. ;

3. El Abogado del Estado, en escrito de 22 de noviembre de
1982, entiende:

e.) Que la excelentísima Diputación Foral de Navarra. es ti..
tular del derecho a 1& luri~icción establecida en el artículo 2-4
de 1& CE. que ha de atribuirse. de acuerdo con la doctrina sen­
tada en la sTC 4/1982, de 8 de febrero, a todos los sufetos. sean
personas fisícas o luridlcas, que tengan la capacidad para ser
parte en el proceso. - ,

b) Que no cabe,. en el 'mbito del amparo constitucional. en·
-traE' a valorar la interpretación efectuada por la Sala- Sexta del
Tribunal Supremo, entendiendo qUe el articulo 181 del TRPL
revoca el privilegio de exención de depósito Bstablectdo a favor
de· las Corpora.ciones Locales en el articulo 861.4 de la LRL, aun
cuando tal Lnterpretación sea discutible.

c) Que, sin embargo, ha de entenderse vulnerado el ar­
tículo 24 de la CE por 'las resoluciones Impugnadas en la me·
dida en que éstas entienden que el artículo 181 del TRPL impone
tener por desistida del re€:urso a la parte por el mero _hecho
de haberse constituido el depósito a dJaposición de la Magistra,.­
tura de Trabajo número 2· de Navarra (habIéndose, empero, he­
cho constar en el correspondiente impresa que dicho depósitCl
se constituía a efectos de interponer casación y habiéndose luego
entregado el -resguardo en la Secretaría del Tribunal Supremo)
en vez de hacerlo -a disposición del Tribunal Supremo-, A sU

razonabll! en que debe des'arroUarSe un pz:oceso-, y que como
tRI a.fecta. ai derecho del recurrente a obtener la tutela efectiva
de los Jueces y TribuJ),ales dentro de unos límites temporaltls
adecuados.

EN NOMBRE DEL REY
la 9iguiente

Sala Primera. R6curso de amparo número 278/1982.
Sentencia número 1Q/1983,~de 14 de marzo.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don· Manuel Garda-Pelayo Alonso, Presidente¡ don Angel Latorre
Segura, don Manuel Diez de Ve1asco Vallejo, dolía Gloria Bagué
Cantón, don Rafael G6mez-Ferrer Morant y don ~n'ge1 Escudero­
del Corral, Magistrados, ha pronunciado

9902

la nottricaclón da.. la providencia de 30 de septiembre de 19B1
no se haya efectuado hasta el20 de abrtl del año siguiente, o
sea, hasta siete meses despt,lés, y que dic.ha tan tardia notifi­
cación' hubiera de ser provocada (con un tIempo de reacci6n to­
da'Via de tres. meses) por una nueva iniciativa de los deman~

dantas.
La cuestión aquí suscitada ha sido objeto de consideración

por parte de aste Tribunal en su sentencia de 14. de juUo de
1981 (recurso de amparo 8/1981. fundamentos Jurídicos 3 y 4;
•Boletín Ofici8'l del Estae1o. de 20 ele juUo), con invocación (en
aplicación del artículo 10,2, de la CE) de la Convención Eu­
ropea para la protecciOn de lo. derechos humanos y de las
libertades fundamentales. (arti-culo 6,U. yde la sentencia del
Tribunal Europeo de Derechos Humanos de a3 de abril de 1977
(uunto Kónig) , en el sentido de que el derecho a la juns­
cl1cdón contemplado en el a.rt1culo 24,l--..no puede entenderse
como algo desligado del Uempo en que debe prestarse por los
órgan08 del Poder Judicial-, sino que ha de otorgarse por éstos
.dentro de los razonables términos temporales en que las per·
sonas lo reclaman en el ejercicio de sus derechos -e intereses
legítimos-; y que el .proceso público sin dilaciones indebidas.

-a que se rtlflere el articulo 34,2 no es sólo (como pudiera pen­
sar$e por él contexto pneral en que se uttliza esta expresión)
el proceso penal. sino que dentro del concepto general de la
efectiva tutela judicial debe wantearse como un posible ataque
al mismo las dilaciones lnlus"{Uiced.as que puedan acontecer en
cualquier proceso, Corno en el caso entonces sometido a este
Tribunal, en el presente resulta innegable que el retraso cau­
sado por el .,xtravio del expediente·o la inactividad de la Sala
para suplirlo ha. de considerarse excesivo -respecto aL tiempo

J. ANTECEDENTES

1. En 17 de julio de ..1982, el Procurador señor Dorremochea
Aramburu presenta recurso de amparo en nombre de 1& Dipu.
tación Foral de Navarra, con 1& súplica de que se restablezca-a
la mencionada Corporación en el derech.o a la tutela efectiva de

los Tribunales, dejando sin efecto los autos de la Sala Sexta
del' Tribunal Supremo de 3 de mayo y 25 de junio de 1982, y dé­
cretando la admisión del recurso de casación número 88.384 in·
terpuesto por la Diputación Foral, con obligación de- entrar a
conocer del mismo.

Los antecede?tes que expone el recurrente son...,lossiguientes:

a) El día 3Ó de enero de 1982 1& Magistratura de TrabaJo
número 2 de Navarra dictó sentencia en proced1miento 615/1981,
incoado por don Eduardo Gutiérrez ele Cabiedesy Femáridez de
Heredia,' en ~lamaclón por- despido, contra la Diputación Poral­
de Navarra, Universidad. Nacional de Educación "a Distancia,
Patronato del Centro Asociado de Na.varra, UNED y Fondo de
CarantiaSalarial, desestimando las excepciones alegadas por 108
demandados y estimando la demanda interpuesta" con declara-­
ción de la nulidad del despido y condenando a la excelentísima
Diputación Foral de Navarra a la readmisión del deme.ndante y
abono de salarios de tramitación, con absolución de los demás
codemandado$; en la notificación de la. sentencia, la Magistratu­
ra de Trabajo Lndicaba ciue podía interponerse recurso de casa.­
ción en el plazo de dlez días,' para 10 que se se:tialabe. como ln~

dispensable la consignación de los salarlos de tramitac1ón, más
el 20 por 100 y la constitución de un' depósito de 5.000 pesetas en
la Cal~ General de Depósitos. .

bl Contra dicha- sentencia, la Diputación Foral de Navarra.
preparó el correspondlente recurso de casación por Infracción
de Ley, para lo que consignó los salarios de tramitación incre­
mentados en Un 20 por 100 y" en cuanto al depósito, pese a
considerar que como Corporación local gozaba dé exención,_ a

SENTENCIA

En el 'recurso de amparo número 278/1082, formulado por don
José Manuel de Dorremochea Aramburu, Procurador de los Tri~

bunales, en representación de la Diputación Foral 1e Navarra,
ba.jo la direcció.n del Letrado don Angel Serrano Azcona, -contra
autos de 3 de mayo y 25 de lunio de 1982; dictados por la Sala
Sexta del Tribunal Supremo en rectp'SO de casación número
68.384. En el recurso' han comparecido el Abogado del Estado, el
Ministerio Fiscal y el "Procurador de los Tribunales clan Santos
Gandarillas Carmona, en nombre y representación de don _Eduar_
do Cutiérrez de Cabiedes y Fernández de Heredla. bajo la di·
rección de lo~ Letrados 'do.n Eduardo Gutiérrez de Cabiedes y
don Javier Martínez de Murguía Besne, y ha sido ponente el,
Magistrado don Rafael Gómez-F'errer, quIen expresa el parecer
de la Sala.


